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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

ExcMos. snñones;

Francisco Rubi-o Llorente

Eugenio Dlaz Einil

José Luis de los Mozos

y de los Mozos

La Sección ha examinado el

por doña Francisca Sebastiana

"P iñe i r o  y  Mo r ros ,  S .L . "

0 0398575

Nútrr. Reg. : 228/9L

ASUMIO: Recurso de amparo

promovido por doña Francisca

Sebastiana López y la Ent, i-

dad "Piñei ro y  Morros,

s.L." .

SOBRE: Sentencia de la

Sala de 1o Civi l  de la

Audlencia Provi-ncia1 de Va-

11adoI1d dictada en apela-

ción de aut,os sobre resolu-

ción de contrato de arrenda-

mient,o de loca1 de negocio.

recurso de amparo interpuesto

López Crespo y la Entidad

Don

Don

Don

I. - AIi¡TECEDENTES

1-.- Don Franclsco Alvarez de1 Valle Garcfa, €rr nombre y

representación de doña Francisca sebastiana López crespo, For
escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 1 de febrero de
1991, interpone recurso de amparo cont.ra Ia Sentencia de Ia
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Sección Primera de la Audiencia Provincial de Valladolid de 18

de dici-enbre de 1990 que estima el recurso de apelación inter-

puesto cont,ra la dictada por e1 Juzgado de Primera Inst,ancia

núm. 1 de Salamanca de 27 de jul io de 1988 en autos sobre reso-

lución de contrato de arrendamient,o de local de negoclo por ce-

sión inconsentlda.

2.- La demanda se basa en los sj-guientes antecedentes:

a) Formulada por don ,José Ramón y don Luis-Marla Serrano

Piedecasas Fernández demanda sobre resolución de contrato de

arrendamient,o por t,raspaso inconsentido de local de negoclo,
-a r t f cu lo  114 .5  de  l a  L .A .U . - ,  con t ra  doña  Sebas t i ana  López

Crespo -como heredera de su fal lecido esposo- entre otros de-

mandados, Ia Sentencia del Juzgado de Prj-mera fnstancia núm. 1

de Salamanca de fecha de 27 de Ju1io de L988, estimando la ex-

cepción de falta de l i t isconsorcio pasivo necesario por no ha-

ber  s ido demandada la  ent idad "Piñei ro y  Morros S.L." ,  no entró

a conocer el fondo de la l i t . is.

b) Planteado recurso de apelación por Ia parte act,ora del

procedimiento, Ia SaIa de 1o Civif de Ia Audiencia Provincial

de Valladolid dictó la Sentencia de fecha de L8 de diciembre de

1990 en Ia eu€, tras desest, imar ta1 excepción de falta de

l i t isconsorc io pas ivo necesar io ,  dec laró resuel to  e l  contrato

de arrendamiento del local objeto de la l i t is, condenando a los

demandados a su desalojo bajo aperclbimj-ent,o de lanzamlent,o.

3.- En 1a demanda se alega que la Sentencia impugnada

vulnera Ios derechos de no indefensión y de tutel-a judicial

e fec t i va  -a r t f cu lo  24 .L  de  l a  C .E . - ,  y  e l  de recho  a  un  j u i c io

equitativo de1 artfculo 6.L del Convenio para la Protección de

los Derechos y Libertades del- Hombre en relación con tal artf-

cu lo 24.L de la  Const i tuc ión,  so l ic i tándose Ia dec larac ión de

nulidad de dicha resolución judicial recurrida, el derecho de

la ent idad "Piñei ro y  Morros,  S.L."  a  ser  parLe en eI  procedi -

miento, y eI de ambos solicitantes de amparo a no quedar
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precitada Sentencia por e1 acta notarial de 10

1981,  y ,  por  medio de ot rosf ,  fa  suspensión de

tal resolución judicial impugnada.

La indefensión se considera causada por haber quedado

fuera de1 proceso una entidad a la que se le atr ibuye La condi-

c ión de ces lonar ia  Piñei ro y  Morros,  S.L. - ,  no obstante

cuest, ionarse en dicho juicio eI carácter consentido o no de la

cesión de local de negocio, j-mpidiéndole alegar los eventuales

derechos sobre Ia ocupación de1 local, y eIIo porque la Senten-

cia de l-a Audiencia Provincial, a pesar de tener efectos direc-

tos sobre ta l -  "P iñei ro y  Morros S.L." ,  extendiendo a e l la  la

decls ión de fondo y 1os efectos de la  "cosa juzgada",  a l  pr ivar

de legit imidad a su ocupación del l-ocal l i t igioso, sin embargo

no estima necesaria su l l-amada af proceso. Se cita Ia doctrina

de este Tribunal de la Sentencia 58/88 de 6 de abri l .

La falta de tutela judicial efectiva se entiende origlna-

da porque el razonamiento de l-a Sent,encia recurrlda es irrazo-

nable y arbitrario, pues si bien acepta que la entidad solici-

tant,e de anparo ha venido explotando el negocio que se desarro-

l la en el local arrendad.o desde 1953, sin embargo no aprecia la

caducidad, y entiende que se ha produci-do una cesión

inconsent, ida, fundamentándose para el lo en 1a teorfa de los ac-

tos propios: que Ia vj-uda del Sr. Piñelro -sol icitante de am-

paro- habf a puest,o de manif iesto, mediant,e act,a notarj-al, f  d

ex is tenc ia de 1a ces ión en e l -  año 1981,  a la  vez que e jerc i ta-

ba el derecho de subrogación en e} presunto arrendarnient,o.

El derecho a un juicio equitativo y justo, proclamado en
el- artfculo 6.1 del Convenio para la Protección de los Derechos
Hunanos y Libertades Fundamentales -en relacj-ón con eI artfculo
24.L de la C.E.-, continrla argumentando Ia demanda, impide al
órgano judicial una interpretación caprichosa de 1as Ieyes, dl
margen de Io que habitualmente constituye interpretación perma-

nente de una determinada situación jurfdica, por 1o que si 1os
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jueces no aplican las leyes según su común interpretaclón, o

bien 1o explican convenientemente, o bien han de enfrentarse a

una valoración de 1o que se ent, iende por un "juicio justo",

cuya caracterfst ica fundamental es Ia independencia e imparcia-

l idad de los jueces.

En consecuencia, 1a Audiencia Provincial debió abstenerse

de apllcar al caso fa teorfa de los actos proplos, pues sl ad-

mi te que a par t i r  de l  año 1953 la  ent , idad "P1ñe1ro y  Morros,

S.L."  explota eI  negocio desarro l l -ado en e l  local ,  ten la que

haber est, imado Ia prescripción producida por el transcurso de

qulnce años, orr exceso pasados en el año 1981, dado además que

el requerimiento notarial efectuado en esta ú1tima fecha no es-

t,aba integrado de fuerza suficient,e para crear, modif icar o ex-

t inguj-r algún derecho y tampoco tenla eficacia a tales f ines Ia

contest,aclón a d.icho requerimiento: acto jurldico para el que

Ia recurrente no estaba preparada y el cual, subrepticlamente y

de forma confusa Ie fue arrancado por 1a propiedad.

4. -  E l  d fa 30 de abr i l  üe 1991 se d ic tó prov idencia,  con-

cediendo al- demandante de amparo y al Ministerio Fiscal el pla-

zo comrln de diez dfas para alegar sobre Ia posible concurrencia

de La causa de inadmis lb i l idad prev ls ta en e l -  ar t fcu lo 50.1.c)

LOTC, por carecer Ia demanda manif iestamente de contenido cons-

t i tuc ional .

5 . -  E l  d fa t7  de mayo s igu iente e l  Min is ter io  F iscal  ante

este Tr ibunal  presentó su escr i to  de a legacj -ones.  Señala e l  Mi-

nist,erio Fiscal que 1os derechos de defensa y contradicclón no

se ven vulnerados aunque Ias decisiones judiciales produzcan

ciertos efectos frent,e a terceros que no han int,ervenido en el

proceso, cuando éstos han tenido noticia del proceso, y sj- hu-

bieran actuado con la debida di l igencia hubieran evit,ado la in-

defensión;  y  asfmismo que eI  ar t fcu lo 24. I  de Ia  C.E.  no pros-

cribe Ia indefensión cuando ésta es imputable al propio intere-

sado que no actuó con la diligencia exigible para comparecer en

eI proceso. AI ser evidente, €rr e1 presente caso, según resulta
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de Ia documentación que se adjunta, eü€ la entidad recurrente

tuvo conocimiento del proceso de resolución de contrato de

arrendamiento ya desde su iniciación, pues si dicha entidad fue

constituida por los maridos de las demandadas, y fal l-ecidos és-

tos, sus esposas les sucedi-eron en l-a part icipación que cada

uno de aquel l -os t ,enfa en "Piñei ro y  Morros,  S.L." ,  es c laro que

tal socledad pudo comparecer en el proceso para hacer valer

sus derechos e intereses legft imos desde el emplazamlento de

tales socias-demandadas, la consecuencia de todo el lo es que no

se le ha originado la denuncj-ada indefensión.

De otra parte, continrla argumentando el Ministerio Fis-

cal, l-a Sentenci-a de la Audiencla Provincial es una resoluclón

fundada en Derecho, gu€ razona los argumentos que Il-evan a 1a

decisión revocatoria, y aI Tribunal Constitucional }e est,á ve-

dada la entrada en el conocimiento de los hechos y la revisión

de la aplicación de las normas jurfdicas a} caso controvert ido.

Asf pues, concluye solicitando la inadmisión a trámite de

Ia demanda dada su carencia de contenido const, i tucional.

5.-  Por su parte,  la representación actora,  €n escr i to
presentado eI 2L de mayo siguiente, formuló sus alegaciones.

Insiste en que la Sentencia resuelve un contrato de arrenda-

miento de local de negocio sin tener en cuenta que decide sobre

derechos propios de la persona jurfdica a la que no quiere oir

en el proceso, e incluso considera que se entiende eI proceso

con personas que ningún interés tienen en é1, pues si "Piñeiro
y Morros,  S.L."  g i ra comercialmente en el  local  l i t , ig ioso desde
1953, las personas ffsicas individualmente demandadas eran aje-
nas al proceso. A1ega que Ia conducta de tal entidad ha sido

sumamente diligente a partir del momento en que conoció Ia Sen-

tencia de Ia Audiencia, l levando a cabo los actos que rlnicamen-

te podfa realizar en su defensa. Y considera que son equipara-
bles las posturas de subarrendat.arios y cesionarios a los efec-
tos de protección constitucional, como se deduce de Ia Lan re-
pet ida S.T.C. de 6 de abr i l  de 1988. Además, doña Sebast, iana
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López, a quien 1a Sentencia j-mpugnada atribuye la responsabil i-
dad de la resolución del cont,rato de arrendamiento que acuerda,
tiene evidente interés en que se acoja la excepción de
l i t isconsorcio pasj-vo necesar io para que "P1ñe1ro y Morros.

S.L."  def ienda sus propi-os j -ntereses y el la se vea l iberada de
toda responsabil idad, l iberación que tanbién debe ser judicial-

ment,e tutelada.

Dicha representación de la recurrente insist,e ta¡nbién en
que la Sentencia recurrida es arbitraria por irrazonable, al
acept,ar como acto propio un instrumento jurfdico que no es efi-

caz y al que tlnicamente se Ie provee de eficacia por caprichosa
y arbit,raria voluntad del órgano judicial, pues dicho inst,ru-

mento es un acta notarial que se remite a Ia Sra. viuda de
Piñeiro en el  año 1981, €s decir ,  veint locho años después de
que Piñeiro y Morros,  S.L.  g i rara por su cuenta,  y que ésta
contest,a cándidament,e sin pensar en Ia t,rascendencia de Io que

hace, atrlbuyéndose una condición de subrogada de Ia que evi-
dentemente carecfa después de tanto t, iempo.

Asf pues, €1 derecho que todos tlenen a que su causa se

oiga equitativamente, del artfculo 6.1 del Convenlo, resulta

vulnerado cuando no se tiene en cuenta una indiscutible pres-

cripción, un acto engañoso en perjuicio de una parte y en bene-
ficlo de ot,ra, y uD razonamiento sustentado en la arbitrariedad
más injustif icada. Y por t,odo ello, concluye so1icitando Ia ad-

misión a trámi-te de la demanda.

I I .  - FUNDAMENTOS .JURIDICOS

l-.- La invocada vulneración del derecho de no indefensión

de1 ar t lcu lo 24.L de l -a  C.8. ,  por  no haber  est imado l -a  Senten-

cia ahora recurrida Ia excepción de l i t isconsorcio pasivo nece-

sarlo, respecto de una Entidad. que no fue l lamada al proceso
-Ia recurrente " Piñeiro y Morros , S . L. " -,  f io obst,ante

atribufrsele en dicho l i t igio la condiclón de cesionaria, y
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extenderse a el- la la decisión de fondo y 1os efectos de la

"cosa juzgada" de tal Sentencia impugnada. no puede ser tomada

en considerac ión.

Y el lo, €rr primer 1ugar, porgue este Tribunal Constj-tu-

cional ha dicho reit,eradamente que no le compete a é1, sino a

los órganos de Ia jurisdicción ordinaria, pronunclarse sobre Ia

concurrencia o no de la excepción de l i t , isconsorcio pasivo ne-

cesar io ,  pues es ésta una cuest ión que ha de ser  va lorada y en-
juiciada con arreglo a Ia legislación ordinaria, de modo eü€,

una vez constatada que la desestimación de dicha circunst,ancia

ha sido debidanente fundada y razonada, d1 Tribunal Constitu-

cional no Ie corresponde revisar ef juicio de legalj-dad que so-

bre 1a misma hizo el órgano competente -en est,e sentj-do ATC

266/89-. Y en Ia resolución judicial impugnada se motiva sufi-

cientemente aquella desest, imación.

Y en segundo lugar, y especialmente, porquer durr cuando

se concluyera que se debió l- lamar al proceso a la referi-

da Sociedad recurrente, como no toda resolución dictada in-

audita parte implica necesariamente vulneración del derecho a

la tu te la  jud ic ia l  e fect iva,  pues la  omis ión consis tente en no

llamar a1 proceso a quien pudiera ver en el mismo afectados de-

rechos o intereses propios, rro deviene lesiva del derecho de

quién conoce el procedimiento iniciado o ya en curso y se ha

mantenido apartado de é1, evidenciando asl un comportamiento

indil igente, es decir, como l-a indefensión que prohibe eI artf-

cul-o 24.t de la C.E. no es aquel-La que es imputable al propio
j-nteresado que no actuó con 1a di l igencia exigibl-e para compa-

recer en el proceso tras conocer por otros medios disüintos del

emplazamiento 1a existencia de1 proceso, o eue, pese a ta1 co-

nocimiento, adoptó una actj-tud pasiva con el fin de obtener una

ventaja de Ia marginación procesal en 1a que se encontraba -STC

L82 /87 ,  L94 /88 ,  L23 /89  en t re  o t ras - .  Y  como en  e I  supues to  exa -

minado, conf orme a la tesis del Minlsterj-o Fiscal, rro es

concebib le n i  verosfmi l  que "Piñei ro y  Morros,  S.L."  se haya

mantenido ignorante del proceso, pues no sólo su relación con
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las personas ffsicas demandadas -socias de dicha entidad-, slno

la propia documentación adjuntada con Ia demanda de amparo, po-

nen de manif iesto que no pudo desconocer Ia iniciaclón y pen-

dencia del  ju ic io ,  y  €n consecuencia s f  pudo comparecer ,  s l  asf

no Io hizo, el lo se habrfa debido a su falta de dÍIÍgencia,

indi l igencia incompatible con la invocada indefensión.

2.- Por 1o que respecta a la lnvocada vulneración de1 de-

recho de tutela judicial efectiva, €rr relación con el derecho a

un ju ic io  equi ta t ivo y  justo del  ar t lcu lo 6. t  de l  Convenlo para

1a Protección de Derechos Humanos y Llbert,ades Fundamentales,

es necesario traer a colación la doctrina de este Tribunal

Constitucj-onal conforme a la cual si bien la jurisprudencia en

interpretación de la legalidad ordinaria no puede ni debe ser

enjuiciado en esta vfa de amparo, eIIo no obsta para que este

Tribunal pueda revisar y revise aquella interpretación y apli-

cación con el f in de comprobar su razonabil idad, r lo desarro-

l lando la funclón que a los Jueces corresponde, slno analizando

s1 tal interpret,ación es arbitraria o infundada, supuesto en el

cual habrá de determinar si asf ocurre a la vista del- derecho

que consagra eI  ar t fcu lo 24.L,  y  resolver  en consecuencla -en

este sent ido Ia  STC Lt /88- .

Además, €s también constante la doctrina de este Tribunal

seg(rn la cual el derecho de tutela judicial efectlva garantiza

a 1os just, lciables que sus pret,ensiones sean resueltas en Dere-

cho, 1o que l leva j-mplfcita Ia exigencia de que l-os juzgadores

hayan de demosLrar las razones jurldicas que 1es condujeron a

la decj-s1ón judicial- y gue ésta esté precedida de Ia argurnent,a-

ción que la fundamente. Mas tal deber de fundamentar o motivar

Ia Sentencia no exige aI Juez una exhaustiva descripción de]

proceso mental que Ie ha llevado a resolver en un determinado

sentido, sino que es suficiente gue se pueda comprobar que la

solución dada es consecuencia de una exégesis racj-ona1 del

ordenamiento y no fruto de la arbitrariedad -STC 75/88-.
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Conforme a la anterior doctrina, como Ia Sentencia de la
Audiencia Provincial da una respuesta suficientemente motivada,
razonada y no arbj-traria a las pretensiones de Ia parte recu-
rrente, eü€ pone de manj-f j-esto cuáI ha sido eI fundamento en
Derecho de su decisión, Ia conclusión no puede ser otra eue,
también en este punto, considerar que Ia demanda carece de con-
tenido constitucional.

En virtud de lo expuesto, la Secclón acuerda la inadmi-
sión del presente recurso de amparo, 10 cual hace innecesari<>

cualquier pronunclamj-ento sobre la suspensión solicitada por

los demandantes en amparo, y el archivo de las actuaciones.

Madrid. diecj-siete de junio de mil novecientos novent,a y

uno.


